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FISCALIZACIÓN. LA UNIDAD TÉCNICA DE FISCALIZACIÓN CUENTA CON FACULTADES PARA 
DETERMINAR DIRECTAMENTE SI LA PROPAGANDA ELECTORAL DETECTADA DURANTE SUS 
PROCESOS DE INVESTIGACIÓN CAUSÓ ALGÚN BENEFICIO CUANTIFICABLE A UN PARTIDO 
POLÍTICO, COALICIÓN O CANDIDATURA PARA LA OBTENCIÓN DEL VOTO.  

Hechos: Un partido político nacional impugnó en diversas ocasiones la sanción que la autoridad 
administrativa electoral le impuso en materia de fiscalización por omitir reportar gastos de 
propaganda realizados en beneficio de diversas precandidaturas; alegando que, para ser 
sancionado, una autoridad diversa debió determinar que la publicidad era propaganda electoral, 
que la realizó el partido político o, bien, que le generó un beneficio cuantificable.  

Criterio jurídico: La Unidad Técnica de Fiscalización de la Comisión de Fiscalización del Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral cuenta con facultades para determinar directamente si la 
propaganda electoral detectada durante sus procesos de investigación (monitoreos, visitas de 
verificación, circularización con proveedores, entre otros), causó algún beneficio cuantificable a 
alguno de los sujetos obligados.  

Justificación: De la interpretación de los artículos 79, numeral 1, inciso a), fracción I, de la Ley 
General de Partidos Políticos; y 127 del Reglamento de Fiscalización se desprende la facultad de la 
autoridad administrativa electoral para observar y sancionar por la omisión de reportes de los 
gastos de propaganda política en los que, sustancialmente, se constata el posicionamiento de 
alguna precandidatura. La fiscalización tutela la transparencia y la rendición de cuentas en el 
manejo de los recursos de los partidos políticos y otros sujetos obligados; por lo que, es válido que 
la autoridad administrativa electoral proteja estos bienes jurídicos de conformidad con lo 
establecido en el Reglamento de Fiscalización; ya que un mismo hecho puede generar diversas 
faltas en materias distintas que pueden ser investigadas y sancionadas de forma independiente. 
Por ejemplo, los procedimientos especiales sancionadores buscan tutelar bienes jurídicos distintos 
a los de fiscalización. En el caso, la determinación de la existencia de la infracción cometida por el 
partido recurrente derivó del beneficio que recibió una de sus precandidaturas, por haber 
detectado propaganda con el nombre, colores, tipografía y sistematicidad, lo cual no implica una 
determinación que pueda actualizar, en automático, otra infracción electoral, como son los actos 
anticipados de precampaña o campaña, para lo cual, en caso de haber sido denunciada, deberá 
agotar la instancia correspondiente. Por tanto, es válido que la Unidad Técnica de Fiscalización 
determine el beneficio con la propaganda detectada durante su monitoreo, sin necesidad de 
esperar el trámite y pronunciamiento de autoridades diversas.  

Séptima Época:  

Recurso de apelación. SUP-RAP-67/2024. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-71/2024 y acumulados. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-74/2024. 




